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Hacia una nueva seguridad social en el siglo
XXI: sin solidaridad en el financiamiento 
no habrá universalidad

Daniel Titelman1, Andras Uthoff 1 y Luis Felipe Jiménez 1

En los países de América Latina y el Caribe, los sistemas de seguridad social siempre han es -
tado bajo la responsabilidad casi exclusiva del sector público y han presentado importantes de -
ficiencias, tales como bajas tasas de cobertura, desequilibrios financieros e inadecuada asigna -
ción y gestión de los recursos. Para tratar de solucionar estos problemas y enfrentar el aumento
de la demanda asociado con la transición demográfica y epidemiológica de la población, varios
países han iniciado durante la década de los noventa procesos de reforma de sus sistemas de
seguridad social que se han caracterizado por tres rasgos fundamentales: a) búsqueda de un
mayor vínculo entre contribuciones y beneficios para lograr mayor equilibrio entre ingresos y
gastos; b) cambios en la composición pública-privada que permitan una mayor presencia de
agentes privados en el financiamiento y la provisión de servicios, y c) énfasis en los mecanis -
mos de mercado como medio para promover la eficiencia en la utilización de los recursos, asig -
nando al Estado un papel regulador y de garante de beneficios básicos a grupos que, por su con -
dición socioeconómica, no logran ciertos niveles mínimos de aporte. Este trabajo examina
algunos de los problemas que han planteado las reformas realizadas hasta ahora y las lecciones
que de ellas se pueden extraer, analiza la relación entre universalidad y solidaridad, y plantea
que el principal desafío de las reformas de la seguridad social es el avance hacia sistemas de ca -
rácter universal que amplíen significativamente la cobertura poblacional, para lo cual es inevi -
table fortalecer los mecanismos de solidaridad en el financiamiento y mejorar la eficiencia 
mediante la introducción de instrumentos de mercado que no afecten negativamente al compo -
nente solidario en el ámbito del financiamiento. Se concluye que es necesario aumentar los 
niveles de cobertura, mejorar la gestión, preocuparse por el diseño de la composición pública-
privada, definir las competencias del sector privado y del gobierno en el financiamiento, provi -
sión y regulación del sistema de seguridad social, e introducir y fortalecer los mecanismos de
solidaridad en el financiamiento.

RESUMEN

Tradicionalmente, los sistemas de
seguridad social en los países de Amé-
rica Latina y el Caribe han estado bajo
la responsabilidad casi exclusiva del
sector público. A pesar de los esfuer-

zos realizados, estos sistemas presen-
tan importantes deficiencias que se
han traducido en bajas tasas de cober-
tura poblacional, persistentes y signifi-
cativos desequilibrios financieros, y en
general, inadecuada asignación y ges-
tión de los recursos. Los procesos de
reforma iniciados durante la década
de los noventa por un número impor-
tante de países han estado motivados
por la búsqueda de soluciones a estos

problemas y por la necesidad de en-
frentar los aumentos de la demanda
esperada asociados a la transición
demográfica y epidemiológica de la
población.

A pesar de los esfuerzos realizados,
los avances son insuficientes: los nive-
les de cobertura siguen siendo bajos y
las mejoras en la gestión y asignación
se han topado con importantes limita-
ciones. La experiencia muestra que no
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hay un modelo universal y los países
han adoptado diferentes combinacio-
nes de participación pública y privada
en la implantación de sus reformas. Se
observan importantes variaciones en
los mecanismos utilizados para intro-
ducir la competencia, en la forma de
estructurar el componente solidario y
en la manera de adaptarse a las parti-
cularidades que presentan sus merca-
dos de salud y de pensiones. En este
sentido, persisten importantes desa-
fíos tanto para las autoridades de los
países que han reformado sus sistemas
como para aquellos que están conside-
rando hacerlo en el futuro.

Este trabajo plantea que el principal
desafío de las reformas de la seguridad
social es el avance hacia sistemas de ca-
rácter universal que amplíen significa-
tivamente la cobertura poblacional, y
que para ello es necesario fortalecer los
mecanismos de solidaridad en el 
financiamiento (1–3). En este sentido,
las reformas deben aspirar a lograr ma-
yores niveles de eficiencia mediante la
introducción de instrumentos de mer-
cado, sin que estos afecten negativa-
mente al componente solidario en el
ámbito del financiamiento. 

En lo que sigue se examinan algunos
de los problemas que han presentado
las reformas para luego analizar la re-
lación entre universalidad y solidari-
dad. La última sección presenta los
desafíos y las conclusiones. 

LAS LECCIONES DE ALGUNAS
REFORMAS

Al menos tres rasgos caracterizan
las orientaciones de las reformas de los
sistemas de seguridad social, iniciadas
primero en el campo de las pensiones
y posteriormente en el de la salud: a) la
búsqueda de un mayor vínculo entre
contribuciones y beneficios a fin de in-
troducir mayores equilibrios entre in-
gresos y gastos; b) los cambios en la
composición pública-privada que per-
mitan una mayor presencia de agentes
privados en el financiamiento y en la
provisión de servicios, y c) el énfasis
en los mecanismos de mercado como
medio para promover la eficiencia en
la utilización de los recursos, desem-

peñando el Estado un papel regulador
y de garante de beneficios básicos a
grupos que, por su condición socioeco-
nómica, no logran ciertos niveles míni-
mos de aporte.

En el campo de las pensiones, por
ejemplo, estas orientaciones se traduje-
ron en la introducción de sistemas de
capitalización individual con adminis-
tradoras privadas que en algunos
casos complementan un sistema pú-
blico y en otros lo sustituyen comple-
tamente. A su vez, en el área de la
salud, algunas reformas introdujeron
diversas modalidades de seguros de
riesgo. En esos casos, sobre la base de
la probabilidad de la ocurrencia de un
evento en un grupo de asegurados, las
reglas de contribución fijan las cotiza-
ciones de acuerdo con indicadores de
riesgo individuales o colectivos.

Si bien la mayoría de los procesos de
reforma se encuentran en sus etapas
iniciales, es posible señalar algunas ten-
dencias. Primero, contrariamente a lo
esperado, la cobertura de los sistemas
de seguridad social no se ha incremen-
tado. El mayor vínculo entre aportes y
beneficios, tanto en salud como en pen-
siones, no se ha expresado en un incre-
mento de la afiliación sobre los niveles
históricos, e incluso ha habido un retro-
ceso en años recientes (4). En efecto, tal
como ilustra el cuadro 1, tanto para los
países que han introducido reformas
importantes en sus sistemas de previ-
sión como para la Región en su con-
junto, el porcentaje de asalariados afi-
liados se redujo entre 1990 y 1998, con
la sola excepción de Colombia. Es más,
las cifras de afiliación, que en algunos
casos resultan elevadas y comparables
a las de países más desarrollados, so-
brestiman la cobertura efectiva, toda
vez que el porcentaje de cotizantes es
bastante menor, situación agravada por
la creciente informalidad del empleo.
En consecuencia, la falta de cobertura
de los más pobres, de los trabajadores
del sector informal urbano y de los tra-
bajadores del campo ha tendido a agra-
varse. La universalidad de los sistemas
de seguridad social, en el sentido de la
amplia cobertura de la población, se ha
visto deteriorada.

Segundo, la utilización del criterio 
de equivalencia entre contribuciones 

y beneficios en la administración de la
seguridad social, ya sea mediante las
cuentas de ahorro o los seguros de
riesgo, ha permitido una mayor pre-
sencia del sector privado en su gestión.
Adicionalmente, para fortalecer la efi-
ciencia se ha promovido la libertad de
elección de los afiliados entre las admi-
nistradoras de fondos de pensiones y
entre las aseguradoras de riesgos de
salud, con el propósito de generar com-
petencia entre ellas. Cuando el princi-
pio de equivalencia se introduce en el
nivel de los aportes y beneficios indi-
viduales, surgen importantes conflictos
con el principio de solidaridad que tra-
dicionalmente ha guiado la organiza-
ción de los sistemas de contribución a
la seguridad social. De hecho, cuando
esto ocurre se genera una tendencia al
desplazamiento de la función solidaria
desde los sistemas de seguridad social
hacia el presupuesto público. 

En tercer lugar, no se observan me-
joras significativas en la gestión y utili-
zación de los recursos que impliquen
menores costos del sistema, dado que
en este tipo de mercados no es fácil
materializar los beneficios de la com-
petencia. En el caso del sector de la
salud, por ejemplo, la experiencia mues-
t r a que los problemas de asimetría de
la información imponen importantes
limitaciones al funcionamiento de los
mercados, lo que ha hecho que, contra-
riamente a lo esperado, no se observen
mejoras significativas en la utilización
de los recursos ni tampoco en las con-
diciones de acceso de la población.
Tanto en el caso de la salud como en el
de las pensiones, existen suficientes
pruebas de que, dada la homogenei-
dad del producto, la competencia por
incrementar el número de afiliados en
los subsistemas privados se ha expre-
sado principalmente en aumentos de
los costos de comercialización y eleva-
das comisiones cobradas a los afilia-
dos, que en el caso de las pensiones
han llegado a representar más de 25%
de la contribución mensual. En efecto,
en la experiencia de Chile, país en el
que el nuevo sistema lleva más de 18
años de operación, el costo del sistema
de pensiones por comisiones repre-
senta 26 a 37% del aporte mensual para
los cotizantes de bajos ingresos y 23 a
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30% para los cotizantes de altos ingre-
sos (5).

Cuarto, el entorno institucional ha
desempeñado un papel importante en
el proceso de reforma. Las diferen-
tes combinaciones de la composición 
pública-privada han generado distintas
reglas y mecanismos de afiliación que,
unidos a débiles esquemas regulado-
res, han potenciado, entre otros, pro-
blemas de abuso de las garantías esta-
tales (el problema del “polizonte”, que
es atendido por los sistemas públicos
sin pagar y sin tener derecho a ello),
prácticas por parte de las asegurado-
ras privadas para seleccionar riesgos,
como la selección adversa(“descreme”
del mercado) y la exclusión, e incenti-
vos para evitar el pago de las cotiza-
ciones (evasión o elusión). Todo esto
ha redundado en importantes proble-
mas de eficiencia y equidad. Un ejem-
plo del “descreme del mercado” en el
caso de los sistemas de salud está re-
presentado por la experiencia de Chile.
En este país, existen pruebas contun-
dentes de que las Instituciones de Salud
Previsional (ISAPRE), que son en reali-
dad administradoras de riesgos de sa-
lud, han logrado desplazar a los sujetos
de mayor riesgo (por ejemplo, los de
mayor edad) y los menos atractivos
desde el punto de vista de la rentabi-
lidad privada (por ejemplo, los de me-
nores ingresos) hacia el sistema público
(Fondo Nacional de Salud: FONASA),
reteniendo al segmento más rentable
del mercado. El cuadro 2 documenta

esta afirmación. Como allí se aprecia,
los grupos de bajos ingresos son aten-
didos en su gran mayoría por el sis-
tema público, en tanto que los grupos
más acomodados son cubiertos mayo-
ritariamente por el privado. No obs-
tante, se aprecia que, incluso en el
grupo de mayores ingresos, a medida
que se avanza en la escala de edades y,
consecuentemente, en los riesgos de
salud, se reduce la cobertura del sis-
tema privado y se incrementa la del
sistema público (6–8).

Finalmente, la estructura demográ-
fica y la evolución del mercado laboral
también afectan a la viabilidad de las
reformas de la seguridad social. Con
relación a la primera, dos elementos
positivos se refieren a que la población
económicamente activa continúa cre-
ciendo, y de ella dependen cada vez
menos personas, y a que se espera que
esta situación continúe en la próxima
década. Sin embargo, simultáneamente
se observa una tendencia al envejeci-
miento de la población dependiente
que hace prever aumentos significati-
vos de los costos y de la demanda de
servicios de salud y pensiones. En
cuanto al mercado laboral, también
preocupa la creciente participación del
sector informal como fuente de em-
pleo, ya que dificulta la captación de
cotizaciones y entorpece el cumpli-
miento de la legislación laboral y de
protección social.

Ante estos hechos, los sistemas de
seguridad social deben reformarse
para enfrentar un triple desafío: a) pro-
mover su universalidad, a través de in-
crementos de la cobertura y mediante
la superación de las exclusiones4, b) in-
troducir un mayor grado de solidari-
dad en el financiamiento de los bene-
ficios, con el fin de contrarrestar las 
inequidades que surgen de las moda-
lidades actualmente en aplicación, y 
c) mejorar los mecanismos de asigna-
ción y gestión de recursos mediante el

diseño de una nueva composición 
pública-privada y la introducción de
estructuras de incentivos que promue-
van los aumentos de productividad.

FINANCIAMIENTO, 
UNIVERSALIDAD 
Y SOLIDARIDAD

Aceptando la necesidad de que las
reformas de la seguridad social avan-
cen hacia esquemas universales que in-
corporen tanto a trabajadores formales
e informales como a la población indi-
gente, el tema del financiamiento de la
solidaridad adquiere un lugar primor-
dial en la agenda política futura. De
hecho, si la introducción del criterio de
equivalencia entre contribuciones y be-
neficios no está bien diseñada, puede
contravenir el principio de solidaridad
que debería guiar el sistema de contri-
buciones a la seguridad social. 

Históricamente, los fondos financie-
ros de carácter público han incorpo-
rado componentes solidarios, fijando
el monto del aporte según el ingreso
del contribuyente y entregando un pa-
quete de beneficios preestablecido in-
dependientemente del monto de la
contribución. Ejemplos de este tipo de
fondos son los sistemas de seguridad
social en salud (fondos de enferme-
dad) y algunos de los sistemas de re-
parto en el caso de los sistemas de pen-
siones con beneficios definidos.

Ello implica que, a nivel del agente in-
dividual, no se exige una relación 
de equilibrio entre beneficios, riesgos 
y aportes, lo que permite la existencia
de subsidios cruzados en favor de los
agentes económicos de menores ingre-
sos relativos o mayores riesgos de
salud. Esto no impide que en el nivel
agregado el fondo pueda y deba presen-
tar una equivalencia entre estas tres va-
riables. De hecho, cuando no ha sido así
han surgido los problemas financieros
que han sufrido los sistemas de seguri-
dad social en los países de la Región.

La búsqueda de los equilibrios fi-
nancieros puede tener distintos impac-
tos sobre el componente de solidari-
dad en el financiamiento. Por ejemplo,
en el caso del sector de la salud es po-
sible identificar en la Región dos estra-

CUADRO 1. Porcentaje de trabajadores
asalariados afiliados a algún sistema de se-
guridad social en países que han introducido
reformas y en la Región en su conjunto 

País/Región 1990 1998

Argentina 61,9 57,5
Chile 79,9 77,4
Colombia 62,6 67,1
México 58,5 56,2
Perú 53,6 42,6
Uruguay 82,6 79,4
América Latina 66,6 61,6

Fuente: Organización Internacional del Trabajo, “Panorama
Laboral ’99”.

4 Nos referimos aquí a la cobertura de la población
por cuanto en el curso de la presente década es el
aspecto de la universalidad en el que las carencias
son más pronunciadas y en el cual es más factible
lograr adelantos.
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tegias: 1) el sistema ISAPRE en la re-
forma chilena de 1981, que introdujo el
principio de equivalencia en el nivel
del individuo o agente económico y, 
2) el de las Entidades Promotoras de
Salud (EPS), establecido en la reforma
colombiana de 1993, que lo introduce
en el nivel agregado del fondo. 

Cuando el principio de equivalencia
se establece en el nivel del individuo o
agente económico, se introducen me-
canismos de mercado que determinan
reglas de contribución como las que se
observan en los mercados de seguros.
El aporte del individuo es función, por
una parte, de su estructura de riesgos,
que se utiliza como indicador de sus
posibles gastos, y por otra, del monto
de beneficios a los cuales accede. Para
que la aseguradora mantenga un equi-
librio entre ingresos y gastos, los apor-
tes de sus afiliados deben reflejar sus
riesgos o gastos potenciales. Estos
aportes definen el nivel de los benefi-
cios. El gasto esperado (o estructura de
riesgo) puede ser estimado por las ca-
racterísticas individuales o del grupo
(por ejemplo, edad, sexo, nivel de in-
greso u otros). 

Al definir los aportes en función de
los riesgos y no de los ingresos, este
tipo de esquema contributivo no con-
templa el componente de solidaridad
presente en los fondos públicos de ca-
rácter social. En la medida en que el
paquete de beneficios al que se accede
depende del aporte individual, se eli-
minan los subsidios cruzados caracte-
rísticos de los fondos sociales (9).

La reforma chilena de 1981 privile-
gió la equivalencia individual en el

subsector de las ISAPRE, eliminado el
componente solidario en el financia-
miento. La solidaridad solo se da en el
ámbito del sector público. Las ISAPRE
actúan como agencias aseguradoras
que ofrecen seguros de salud me-
diante un contrato anual que define
los grados de cobertura y los tipos de
beneficios para el afiliado, individual-
mente, o para el afiliado y su grupo fa-
miliar (cónyuge, hijos y otros). Estos
contratos, que se negocian anual-
mente, tienen la lógica de un seguro
individual donde los beneficios ofre-
cidos varían según la cotización y el
riesgo médico del asegurado. Esto es,
dos personas con igual nivel de cotiza-
ción, pero pertenecientes a diferentes
cohortes (lo que implica distintos ries-
gos médicos), adquieren distintas co-
berturas y beneficios. 

En contraste, si la equivalencia entre
gastos e ingresos se introduce en el
nivel colectivo, entonces es posible 
introducir criterios de mercado que
vinculen los ingresos del fondo con
criterios de riesgo, manteniendo el
componente solidario en los aportes.
Para ello es necesario desarrollar una
estructura de subsidios y mecanismos
de ajuste por riesgo que deben com-
pensar los diferentes riesgos indivi-
duales de forma que se mantengan,
por una parte, los aportes basados en
la capacidad de pago de las personas
(lo que incluye el componente de soli-
daridad) y, por otra, que los ingresos
de las agencias aseguradoras reflejen
la estructura de riesgos que cubren. 

En el diseño de la reforma colom-
biana, el componente de solidaridad

fue una preocupación explícita y está
presente a nivel del aseguramiento
privado y público. El monto de la con-
tribución es función del ingreso del co-
tizante y las diferencias de riesgos que
presentan las agencias aseguradoras
son compensadas mediante subsidios.
Estos recursos provienen de un fondo
de solidaridad que administra la asig-
nación de subsidios. Bajo esta modali-
dad el valor de la prima de seguro co-
rresponde a un porcentaje del ingreso
y el paquete de beneficios es indepen-
diente del monto de la cotización.
Desde luego, estos mecanismos no
pueden corregir totalmente las dife-
rencias de acceso a la salud que se 
originan en la diferente capacidad de
gasto de los distintos estratos de in-
greso, pero son una importante contri-
bución en orden a que los grupos de
menores ingresos puedan tener ac-
ceso, mediante el financiamiento soli-
dario, a beneficios de salud que no po-
drían solventar solo sobre la base de
sus recursos individuales (10, 11).

En el caso de los sistemas de pensio-
nes, la introducción de la equivalencia
entre aportes y beneficios en el nivel
individual se ha traducido en benefi-
cios otorgados sobre la base de los 
recursos acumulados en cuentas de ca-
pitalización individual. En el caso ex-
tremo en que esta es la única forma de
otorgar beneficios, no existe práctica-
mente ninguna solidaridad entre los
participantes en el sistema. En el caso
chileno, por ejemplo, esta es casi inexis-
tente. Es el Estado, mediante recursos
provenientes de impuestos generales,
quien debe suplementar los ingresos

CUADRO 2. Distribución del porcentaje de cobertura de la población según previsión, edad e ingreso

Edad
Quintil 1 Quintil 2 Quintil 3

(años) SPa ISAPREb FAc Restod SP ISAPRE FA Resto SP ISAPRE FA Resto

<21 85,4 5,5 0,4 8,7 69,9 16,6 3,8 9,7 54,4 28,0 4,8 12,8
21–50 81,8 6,1 0,4 11,8 67,6 16,4 3,1 13,0 54,4 26,6 3,5 15,6
51–64 87,3 2,9 0,4 9,4 81,8 6,0 1,5 10,7 72,4 12,1 2,6 12,9
≥65 89,5 0,8 0,5 9,2 91,1 1,1 0,9 6,9 89,4 1,6 2,2 6,8

Total 84,2 5,4 0,4 9,9 71,2 14,6 3,1 11,0 59,5 23,3 3,7 13,5

Fuente: Encuesta CASEN 1996.
a SP: sistema público.
b ISAPRE: Instituciones de Salud Previsional.
c FA: Fuerzas Armadas.
d Resto = particulares, otros sistemas y no sabe.

Quintil 4 Quintil 5

SP ISAPRE FA Resto SP ISAPRE FA Resto

36,6 42,7 5,5 15,2 19,1 66,1 2,6 12,1
37,9 40,4 4,5 17,2 21,8 60,1 2,5 15,6
59,6 20,3 7,2 13,0 37,1 39,8 6,3 16,9
79,4 5,9 6,1 8,7 55,5 21,8 9,8 13,0
44,3 35,2 5,3 15,2 26,5 55,2 3,8 14,6
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de aquellos que, sobre la base de los re-
cursos acumulados, no puedan obtener
en el mercado una pensión vitalicia su-
ficiente para sobrevivir a salvo de la
p o b r e z a .

En contraste con lo anterior, la soli-
daridad entre los participantes ha sido
mantenida en varias de las reformas
previsionales en la Región (por ejem-
plo, en Argentina y Uruguay, entre
otros) manteniendo explícitamente un
“pilar” básico. A este pilar solidario se
destina una parte de las cotizaciones,
creándose un fondo común orientado 
a financiar una pensión básica y uni-
forme para todos. A su vez, al segundo
pilar se destina otro porcentaje de los
aportes, que es depositado en cuentas
individuales para financiar beneficios
complementarios. Este diseño intenta
paliar las deficiencias que se generan 
en el mercado de trabajo y limitan las
posibilidades de que los grupos de me-
nores ingresos se beneficien de siste-
mas puramente individuales. En efecto,
la desocupación afecta de forma mu-
cho mayor a los trabajadores más po-
bres y menos calificados, lo que se tra-
duce en períodos de cotización menos
frecuentes y menor acumulación de 
recursos pensionales. En consecuencia,
con una elevada probabilidad estos
sectores no podrán alcanzar un nivel 
de vida adecuado durante su etapa de
retiro. Se estima que al menos 40% 
de los cotizantes en el sistema de ase-
guradoras privadas de pensiones d e
Chile no acumularán recursos sufi-

cientes para financiar una pensión mí-
nima (12).

CONCLUSIONES

Entre los grandes desafíos de las re-
formas de la seguridad social está el de
avanzar hacia sistemas universales
que mantengan los equilibrios finan-
cieros y permitan un financiamiento
sostenido de los beneficios. La cons-
trucción de un sistema de previsión
social universal hace imprescindible
incorporar crecientes grados de solida-
ridad en el financiamiento. Sin solida-
ridad no es posible avanzar hacia la
universalidad.

A pesar de los esfuerzos de reforma
y de algunas mejoras realizadas du-
rante la década de los noventa, aún
queda mucho camino por recorrer.
Primero, es necesario aumentar los ni-
veles de cobertura, que siguen siendo
relativamente bajos. Ello implica ex-
tender los sistemas de salud y pensio-
nes hacia los mercados informales de
trabajo. 

Segundo, cabe esperar que, como
consecuencia de los procesos de tran-
sición demográfica y epidemiológica,
la demanda de los servicios que pro-
vee la seguridad social crezca más que
el producto interno bruto. Esto im-
plica que los países verán incremen-
tarse la demanda de recursos financie-
ros más allá de lo que se puede cubrir
sobre la base de los actuales sistemas.

Por eso resulta indispensable que los
sistemas de seguridad social logren
mejoras en la gestión que permitan,
mediante ganancias de eficiencia,
hacer frente a los aumentos en la de-
manda esperada, por ejemplo, fortale-
cer la atención primaria en salud, a
modo de prevenir enfermedades que
en su etapa curativa son más costosas
que su prevención.

Tercero, es necesario preocuparse
por el diseño de la composición pública-
privada y definir el papel que le com-
pete tanto al sector privado como al
gobierno en el financiamiento, provi-
sión y regulación del sistema de segu-
ridad social. La experiencia señala que
una mala combinación pública y pri-
vada tiene efectos negativos sobre la
equidad y la eficiencia. 

Finalmente, dados la estructura de
los mercados de trabajo y los niveles
de ingreso per cápita de la Región, in-
troducir y fortalecer los mecanismos
de solidaridad a nivel del financia-
miento será un desafío central de cual-
quier proceso de reforma de la segu-
ridad social. Esto conlleva, por una
parte, examinar cuidadosamente cómo
se introduce el criterio de equivalen-
cia entre contribuciones y beneficios
en los fondos de financiamiento, y por
otra, definir de forma explícita cuáles
serán las fuentes de financiamiento, en
particular las combinaciones entre im-
puestos generales y específicos para fi-
nanciar la seguridad social y su com-
ponente solidario.
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In the countries of Latin America and the Caribbean, social security systems have tra-
ditionally been almost exclusively the responsibility of the public sector. These sys-
tems have had major shortcomings, such as low coverage rates, unbalanced budgets,
inadequate funding, and poor management of resources. In order to solve these prob-
lems and face the increased demands associated with demographic and epidemio-
logical transitions, in the 1990s a number of countries began to reform their social
security systems. These reforms have been characterized by three fundamental fea-
tures: a) a search for a closer link between contributions and benefits, in order to bet-
ter balance income and expenses, b) changes in the public-private composition of the
systems that allow a greater private role in the financing and delivery of services, and
c) an emphasis on market mechanisms as a way to promote efficiency in applying re-
sources, and leaving to the State a role as a regulator and as a guarantor of basic ben-
efits to groups that, because of their socioeconomic conditions, cannot make certain
minimum contributions. This article looks at some of the problems raised by the re-
forms carried out so far, and the lessons that can be learned from them. The piece also
analyzes the relationship between universal coverage and societal unity. In addition,
the article suggests that the main challenge with social security reforms is that of mov-
ing toward universal systems that significantly expand coverage. In order to achieve
that, it is necessary to strengthen the mechanisms of cohesion in financing and to im-
prove efficiency by introducing market instruments that do not negatively affect the
unitarian character of the financing. The piece concludes that it is necessary to in-
crease coverage; improve management; be concerned about the design of the public-
private makeup; identify the responsibilities of the private sector and of the govern-
ment in financing, provision, and regulation of social security systems; and introduce
and strengthen unity mechanisms in financing.
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